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Las cuentas públicas para 2011

L
a crisis económica y financie-
ra ha ocasionado graves con-
secuencias en la actividad
económica de las Administra-

ciones públicas. Entre 2007 y 2009
los ingresos públicos cayeron 6,5
puntos en relación con el PIB. Mien-
tras que los gastos aumentaron algo
más: 6,6 puntos. El saldo dejó de
tener un superávit para registrar un
déficit público superior al 11%. La
cuantía del mismo es tan considera-
ble, que no se puede permanecer in-
diferente ante la misma.

Partiendo de estos datos, permítan-
me que pregunte, si hubiera podido
realizarse una política económica di-
ferente a la que ha llevado a cabo el
Gobierno de España, ¿qué consecuen-
cias se habrían derivado en el su-
puesto de que este hubiera optado
por permitir una caída libre de la ac-
tividad? ¿O qué habría ocurrido si se
hubiera empujado a la economía
hacia abajo con medidas procíclicas?
Las respuestas a semejantes interro-
gantes, son precisas: en lugar de salir
de la recesión, habríamos caído de
hoz y coz en una depresión.

Por tanto, gracias a la actuación de
los Gobiernos de las naciones avanza-
das, y entre ellos el Gobierno de Es-
paña, se ha evitado un desenlace fatal
que hubiera podido llevarnos hacía

un cataclismo similar al que ocurrió
hace 80 años.

Una de las manifestaciones, aun-
que no la única de la situación que
vivimos, es el elevado endeudamien-
to, que ha ido alcanzándose en estas
sociedades. Convendría recordar que
antes de iniciarse la crisis, quienes se
habían endeudado, eran las familias
y las empresas y que ahora quienes
han entrado por esos derroteros han
sido los Estados.

Sumando la deuda privada y la
deuda pública se ve que hemos llega-
do a un punto en el que los volúme-
nes de endeudamiento han hecho
aparecer grandes incertidumbres que
se dejaron notar con fuerza durante
los meses de abril, mayo y junio.
Desde ese trimestre, la cuestión de la
confianza en los mercados mayoristas
de capital, ha ido adquiriendo una
notable relevancia. Aquellos títulos,
los públicos, que habitualmente pro-
porcionaban seguridad, pasaron a ser
objeto de creciente especulación, tras
la que se escondían dudas sobre la
solvencia de las cuentas públicas.

Los Gobiernos se vieron ante un
tipo de problemas que no habían te-
nido antes. Decidieron afrontar la si-
tuación desde la Unión Europea, pero
a la vez que actuaron conjuntamente,
cada uno en ellos utilizó los resortes

que disponían en su nación. Por pri-
mera vez, ante la magnitud de los
problemas que se estaban presentan-
do, los contribuyentes de la zona
euro pasaron a avalar solidariamente
los riesgos presupuestarios de los Es-
tados miembros de la misma.

Adoptaron una estrategia: había
que corregir semejante desequilibrio.
En nuestro caso, optamos por una
política económica que se apoyara en
un trébede: austeridad, cohesión y re-
formas estructurales.

Un despliegue diferente al que
desde el G-20 se había recomendado
a penas un año antes. Al enfatizar
estas orientaciones aparece una cues-
tión que tiene una gran importancia:
han variado los mercados la opinión
que tenían sobre la política del Go-
bierno de España. Los hechos de-
muestran que sí. Los datos que
vamos conociendo señalan que nos
hemos ido alejando del grupo débil
de economías europeas que padecen
graves dificultades. Con esfuerzo y
con tesón hemos puesto tierra de por
medio. Las pujas de la deuda pública
española celebrada en las últimas se-
manas evidencian que hemos aban-
donado el furgón de cola en el que
van los competidores comunitarios.

Por tanto, lo que venimos haciendo
está produciendo resultados satisfac-

torios. Esa orientación continúa en
los PGE 2011, donde se materializa
una parte considerable de nuestra
política. Reducen el gasto público
respecto de las dotaciones del ejerci-
cio anterior. Mantienen el peso de las
políticas de bienestar, explicitando
unas preferencias políticas típicas de
los Gobiernos de izquierda y van
avanzando en la corrección de una
parte notable de los fallos que la cri-
sis hizo aflorar de manera muy evi-
dente en el sistema económico.

España está luchando por mante-
ner la confianza de los inversores
gracias al buen resultado obtenido
por la publicación de las pruebas de
resistencia, por las reformas que está
introduciendo y por que está siendo
capaz de cumplir los compromisos de
reducción del déficit público. Esta
tarea es complicada, la valoración
que se haga de la misma está condi-
cionada por las actuaciones que se
lleven a cabo. Dicho con claridad, es
la acción la que proporciona confian-
za y no otra cosa. Son las reformas
adecuadas y justas las que nos permi-
tieran obtener un mayor margen de
confianza. Porque siguen esa estela,
los PGE para el 2011 son los necesa-
rios para que la orientación que se ha
adoptado permita encontrar la salida
a esta crisis.

Austeridad, cohesión
y reformas
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A
lo largo de los más de
seis años del mandato
de Rodríguez Zapatero
hemos tenido que escu-

char una y otra vez las soflamas
del presidente, autoproclamándo-
se el adalid de las políticas socia-
les. Políticas que, por cierto, te-
nían mucho más de electoralistas
que de auténtico contenido pro-
gresista. La política de los che-
ques graciables, que tanto ha
contribuido al vaciado de las
arcas públicas, no ha ido paralela
con una auténtica protección a
los colectivos más desfavorecidos.
Podemos preguntárselo a las viu-
das que en la etapa socialista no
han contado con ningún avance
para dignificar sus exiguas pen-
siones.

Con los ajustes mandatados
desde Bruselas, buena parte de
los cheques Zapatero han pasado
a mejor vida y el recorte ha al-
canzado de lleno a las pensiones,
a pesar del unánime rechazo a su
congelación por parte del resto
de fuerzas políticas parlamenta-
rias.

El aura de la política social
abandona definitivamente al Go-
bierno socialista con su proyecto
de Presupuestos Generales. Amén
de la pérdida de valor adquisitivo

que afectará a todas las pensio-
nes, la mayoría de las cuales se-
guirán congeladas, el carácter re-
gresivo en lo social se pone de
manifiesto, de forma muy acen-
tuada en el fuerte descenso que
experimentan las dotaciones des-
tinadas a la política de vivienda.

Según informaciones facilita-
das por la propia ministra, en
comparecencia parlamentaria re-
ciente, el montante de los ajustes
en su ministerio asciende a la
suma de 1.234 millones de euros,
a lo largo de los tres ejercicios
(de 2010 a 2012), lo cual resulta
muy significativo en un departa-
mento dotado anualmente con
1.500 millones. Si la cantidad re-
cortada es importante, más tras-
cendente resulta aún su alcance
cualitativo. La tan proclamada
política de fomento de la vivien-
da en régimen de alquiler –que
podríamos calificar como el seg-
mento más social del mercado in-
mobiliario– ve reducidas las ayu-
das en un 40%, con lo cual el mi-
nisterio se ahorra 247 millones de
euros. Todo un despropósito, al
que se suma otro castigo a los dé-
biles. Desaparece la Ayuda Esta-
tal Directa a la Entrada, instru-
mento dedicado a los adquirentes
con menos poder adquisitivo. Eso

sí, el ahorro para las arcas públi-
cas asciende a 750 millones de
euros.

Se trata de desmantelar las po-
líticas de vivienda protegida, abo-
cando a más sectores a no disfru-
tar de su derecho constitucional
a una vivienda digna. Y, además,
destruyendo algunos brotes de
incipiente recuperación del sec-

tor, que estaba tratando de sobre-
vivir mediante la construcción de
viviendas destinadas al alquiler,
siguiendo las indicaciones del
propio Gobierno.

Ni política social, ni fomento
de la economía productiva, la
única que puede sacarnos del
atolladero de la desocupación. A
los efectos perniciosos del ajuste
en vivienda hay que sumar el ele-
vado recorte sufrido por el Minis-
terio de Fomento, cercano al
40%. Hay que sacarle también
una tarjeta amarilla a José Blan-
co, cada vez más empecinado en

su alocada carrera por construir
líneas de alta velocidad que van a
arruinar a Renfe y al Estado,
mientras suspende la ejecución
de tramos viarios o ferroviarios
en corredores estratégicos, como
el del Mediterráneo. Invertir bien
siempre es necesario, pero en
tiempos de tanta escasez de re-
cursos públicos, la errónea asig-
nación de las dotaciones destina-
das a infraestructuras constituye
un gravísimo error político. Un
botón de muestra: mientras en
un solo Consejo de Ministros se
autoriza la contratación de más
de 800 millones de euros para lí-
neas de alta velocidad, Blanco no
encuentra 20 millones para con-
tinuar la construcción del enlace
entre dos autopistas en el Baix
Llobregat, con una intensidad
media diaria superior a los
100.000 vehículos.

Las medidas fiscales conteni-
das en los Presupuestos tampoco
coadyuvan para nada a la genera-
ción de empleo. Como escribía el
profesor Germà Bel, los aumen-
tos excesivos del esfuerzo fiscal,
en un futuro de fronteras abier-
tas, puede estimular la emigra-
ción de los sectores más creativos
y productivos, que son los desti-
natarios de este desaforado incre-

mento de la presión fiscal. Parece
que nuestro Gobierno, tan procli-
ve a reclamar un cambio de mo-
delo económico, nos quiere con-
ducir a un país de subsidiados y
mileuristas…

Por lo que se refiere a las polí-
ticas proactivas de fomento de la
creación de riqueza, cabe decir
que a la práctica inexistencia de
políticas de fomento de la inter-
nacionalización se suma el escaso
apoyo a la I+D+i, y el retroceso
en las ayudas a sectores indus-
triales o terciarios, como el auto-
móvil o el turismo.

En definitiva, para CiU el pro-
yecto presupuestario del Gobier-
no debería ser retornado por las
Cortes. En este sentido, vamos a
presentar una enmienda a la to-
talidad para poner de manifiesto
sus retrocesos sociales y su inca-
pacidad para afrontar la comple-
ja situación de la economía espa-
ñola. No cejaremos tampoco de
plantear, en el marco del debate
presupuestario y en el de todas
las leyes que se tramiten, mil y
una propuestas con el objetivo
último de crear ocupación, y con
ello la riqueza imprescindible
para poder restablecer las políti-
cas sociales recortadas por los so-
cialistas.

Ni sociales ni productivos PERE MACIAS I ARAU
Portavoz de CiU en la Comisión
de Presupuestos

Hay que sacarle tarjeta
amarilla a José Blanco
por la errónea asignación
a las infraestructuras
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